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SENTENCIA Nº 418/2020

En Madrid, a 11 de septiembre de 2020.

La Sección Vigésimo Octava de la Audiencia Provincial de Madrid, especializada en materia mercantil,
integrada por los Ilustrísimos Señores D. Ángel Galgo Peco, D. Enrique García García y D. Francisco de Borja
Villena Cortés, ha visto en grado de apelación, bajo el número de rollo 340/2019, los autos del procedimiento
nº 160/2017, provenientes del Juzgado de lo Mercantil nº 7 Madrid, relativo al ejercicio de acción rescisoria
de Derecho concursal.

Han intervenido en la segunda instancia, como apelante, D.  Evelio , y como apelados, la administración
concursal de GLOBAL ARCTOS SLU, BANCO SANTANDER SA y EVI SERRANO 240, ESP, S.L.U. Todos ellos han
obrado representados por procurador y defendidos por abogado.

Ha actuado como ponente el Ilmo. Sr. Magistrado D. Enrique García García, que expresa el parecer del tribunal.

A N T E C E D E N T E S D E H E C HO

PRIMERO.- Las actuaciones procesales del incidente concursal nº 160/2017 del Juzgado de lo Mercantil nº 7
de Madrid se iniciaron mediante demanda presentada con fecha 10 de febrero de 2017 por la representación de
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SANTAGADEA GESTIÓN SERRANO, S.L. y de ECOENERGÉTICA SERGEST, S.L. contra GLOBAL ARCTOS, S.L., EVI
SERRANO 240, ESP, S.L.U. y BANCO SANTANDER, S.A. , a la que luego se acumuló la presentada con fecha 5 de
mayo de 2017 por la administración concursal de GLOBAL ARCTOS SLU contra la propia entidad concursada y
contra D.  Evelio , en la que, tras exponer aquella los hechos que estimaba de interés y alegar los fundamentos
jurídicos que consideraba apoyaban su pretensión, suplicaba se dictase sentencia en los siguientes términos:

"1. Se declare LA RESCISIÓN DEL PAGO REALIZADO POR LA CONCURSADA A FAVOR DE DON  Evelio , POR
IMPORTE DE SIETE MILLONES CUATROCIENTOS OCHENTA Y CINCO MIL CIENTO SETENTA Y CUATRO EUROS
CON NOVENTA Y SIETE CÉNTIMOS (7.485.174,97 EUROS).

2. SE CONDENE A DON  Evelio  a la restitución a la masa del concurso de la cantidad antes referida, más los
intereses y gastos que se devenguen hasta la completa satisfacción de aquélla.

3. SE CONDENE A LOS CODEMANDADOS a estar y pasar por el contenido de la sentencia."

SEGUNDO.- Tras seguirse el juicio por sus trámites correspondientes el Juzgado de lo Mercantil nº 7 de Madrid
dictó sentencia, con fecha 24 de octubre de 2018, cuyo fallo era el siguiente:

"Estimo parcialmente la demanda incidental formulada por la Administración Concursal de GLOBAL ARCTOS,
S.L., siendo demandados éstos últimos así como  Evelio , por lo que:

1. Acuerdo la rescisión parcial del pago realizado por GLOBAL ARCTOS, S.L. a  Evelio  en la cuantía de
6.712.383,63 euros en fecha de 5/02/2016.

2. Condeno a  Evelio  a devolver a la masa del concurso de GLOBAL ARCTOS, S.L. la cantidad de 6.712.383,63
euros, más los intereses y gastos hasta la efectiva reintegración.

3. Condeno a  Evelio , al pago de las costas procesales causadas.

Desestimo totalmente la demanda interpuesta por SANTAGADEA GESTIÓN SERRANO, S.L., ECOENERGÉTICA
SERGEST, S.L. contra GLOBAL ARCTOS, S.L., EVI SERRANO 240, ESP, S.L.U. y BANCO SANTANDER, S.A., con
expresa condena al pago de las costas a la parte actora."

TERCERO.- Publicada y notificada dicha resolución a las partes litigantes, por la representación de D.  Evelio  se
interpuso recurso de apelación que, una vez admitido por el mencionado juzgado, fue tramitado en legal forma.

También se recurrió, inicialmente, por la representación de SANTAGADEA GESTIÓN SERRANO, S.L. y de
ECOENERGÉTICA SERGEST, S.L. y la apelación fue también tramitada, aunque resultó finalmente desistida.

Completado el trámite ante el juzgado, los autos fueron enviados a la Audiencia Provincial, en cuyo registro
general tuvieron entrada con fecha 29 de mayo de 2019.

Turnado el asunto a la sección 28ª, tras recibir ésta los autos, se procedió a la formación del rollo de apelación,
que se ha seguido con arreglo a los trámites previstos para los procedimientos de su clase.

CUARTO.- La sesión de deliberación del asunto se programó para el 10 de septiembre de 2020, respetando el
orden de señalamientos establecido en este órgano judicial.

QUINTO.- En la tramitación del presente recurso se han observado las prescripciones legales.

F U N D A M E N T O S D E D E R E C H O

PRIMERO.- Aunque el procedimiento fue inicialmente más complejo, en la segunda instancia se ha producido
una acotación al ámbito de lo que constituye el objeto del debate, que ha quedado ceñido a la acción rescisoria
ejercitada por la administración concursal de GLOBAL ARCTOS SLU contra una salida dineraria efectuada
desde la cuenta de la sociedad, luego concursada, a otra titularidad particular de su administrador único, D.
Evelio , en fecha 5 de febrero de 2006, es decir, alrededor de cuatro meses antes de que fuera declarada en
concurso necesario la entidad que administraba.

El sustrato fáctico en el que se contextualiza esa operación viene constituido por los siguientes hechos:

1º) mediante escrito presentado el día 30 de septiembre de 2015 SANTAGADEA GESTIÓN SERRANO S.L. y
ECOENERGÉTICA SERGEST S.L. instaron el concurso necesario de la entidad GLOBAL ARCTOS S.L., frente a
lo que la representación de esta sociedad presentó oposición en noviembre de 2015, que dio lugar al trámite
correspondiente, que pasaba por la celebración de una vista ante el Juzgado de lo Mercantil nº 7 de Madrid;

2º) el 5 de febrero de 2016 se formalizó, mediante escritura pública otorgada ante notario, una compraventa
entre las entidades GLOBAL ARCTOS S.L. y STATON INVEST S.L. (a día de hoy, EVI SERRANO 240, ESP, S.L.U.),
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por la que la primera de ellas le trasmitía a la segunda el edificio sito en Madrid, en la calle Serrano, número
240/ calle Príncipe de Vergara, nº 227 (chaflán Plaza del Ecuador), por un precio total de 25.925.000 €;

3º) en la cuenta abierta en el BANCO SANTANDER a nombre de GLOBAL ARCTOS, S.L., con el número 0049
2891 0030 1807 0000852271, constan, a raíz de la obtención del precio de la referida compraventa (deducidas
las retenciones convenidas), la entrada, con fecha 5 de febrero de 2016, de dos transferencias provenientes
de STATON INVEST S.L., por importes respectivos de 18.000.000 € y 7.485.174,97 €, en concepto de "pago
precio compraventa";

4º) el importe de 18.000.000 € procedente de esa operación de compraventa se utilizó, en esa misma fecha,
para satisfacer una deuda, garantizada con hipoteca, que GLOBAL ARCTOS, S.L. tenía con el BANCO DE
SANTANDER por la financiación que en su día le había proporcionado esta entidad vía préstamos; sin embargo,
con la misma fecha de entrada del precio de la operación en la referida cuenta de GLOBAL ARCTOS, S.L. (5 de
febrero de 2016) también se produjo una salida dineraria en ella por importe de 7.414.288,40 €, en concepto
de traspaso a una cuenta abierta en CAIXABANK S.A., efectuada en favor de D.  Evelio , que fue ordenada por
él mismo dada su condición de administrador único de GLOBAL ARCTOS S.L.;

5º) GLOBAL ARCTOS, S.L. pertenece a un grupo internacional inversor (CPI), cuya matriz es la sociedad de
nacionalidad francesa S.A. CONTINENTAL PROPERTY INVESTMENTS, que tiene en propiedad el 100% del
capital de GLOBAL ARCTOS, S.L., que se dedica, fundamentalmente, a la adquisición y explotación de bienes
inmuebles, tanto en el territorio español como en el extranjero;

6º) D.  Evelio  es el administrador único de GLOBAL ARCTOS, S.L. y, a su vez, el presidente del consejo de
administración de S.A. CONTINENTAL PROPERTY INVESTMENTS, la cual se vinculó, en su momento, como
garante solidario, con GLOBAL ARCTOS, S.L. en la escritura de fecha 21/02/2011, de novación modificativa
del préstamo hipotecario con BANESTO, S.A., que sirvió para financiar la adquisición de la finca de la calle
Serrano, número 240 de Madrid;

7º) consta la existencia de un contrato de gestión centralizada de flujos de caja ("cash pooling"), de fecha
1/01/2011, convenido entre las distintas sociedades del grupo CPI, firmado por el administrador de todas ellas,
D.  Evelio , entre las que se encuentran GLOBAL ARCTOS, S.L. y S.A. CONTINENTAL PROPERTY INVESTMENTS,
por el que las sociedades del grupo podrían recibir préstamos de la caja común de dichas sociedades hasta
la cantidad máxima de 3.000.000 euros;

8º) por parte de las sociedades ANB e INTERSEL se hicieron trabajos de intermediación con BANCO
SANTANDER S.A. Y CON EVI SERRANO 240, ESP, S.L.U. para la cancelación del préstamo con quita y para
la venta de la finca de la calle Serrano, número 240 de Madrid; con una porción de la cantidad recibida por
D.  Evelio  de 7.414.288,40 €, se hizo un pago de 662.500 Euros por la comisión devengada a favor de la
sociedad A.N.B por la venta del Edificio Serrano 240; y también se acometió el pago de la comisión, por la
cantidad de 177.866,78 Euros, devengada a favor de la sociedad INTERSEL por los servicios de asesoramiento
en la negociación de un acuerdo con BANCO DE SANTANDER para la cancelación del préstamo hipotecario -
concedido inicialmente por Banesto - , con una quita de casi 3.000.000 de euros; y

9º) mediante auto dictado con fecha de 23 de junio de 2016 fue declarado, finalmente, tras completar la
tramitación procesal correspondiente, el concurso necesario de GLOBAL ARCTOS, S.L.

El juez del concurso ha entendido que resultaba procedente estimar, al menos en parte, la acción de rescisión
ejercitada por la administración concursal con respecto a la operación de salida dineraria efectuada desde la
cuenta de la sociedad GLOBAL ARCTOS S.L. a otra que era titularidad particular de su administrador único,
D.  Evelio , en fecha 5 de febrero de 2006. El juzgador consideró que, hasta el importe de 6.712.383,63 euros,
había que estimar ese movimiento de dinero como una derivación de fondos carente de justificación, por lo que
ordenó su reintegro a la masa activa del concurso. Si no lo acordó sobre la totalidad de la suma dispuesta fue
porque dejó a salvo la parte que hay constancia que fue empleada por D.  Evelio  en satisfacer sus comisiones
a dos empresas intermediarias en la operación inmobiliaria antes referida (las sumas de 662.500 y 177.866,78
euros).

La disconformidad de D.  Evelio  con esa decisión judicial es lo que centra el objeto de esta segunda instancia.
El recurrente señala que si GLOBAL ARCTOS S.L. pudo adquirir en el año 2011 el edificio de la calle Serrano
fue porque tuvo el respaldo financiero de las sociedades (CPI DEVELOPMENTS SPAIN 2009 SL, GLOBAL
CONFECTOR SL, S.A. CONTINENTAL PROPERTY INVESTMENTS, EN SOFT PROPERTY y GLOBL EGESTA SL)
que componen el grupo CPI, controlado por él, y que lo siguió teniendo durante el período de explotación de
ese inmueble, merced al contrato de gestión centralizada de flujos de caja ("cash pooling") que tenían suscrito.
El traspaso dinerario efectuado por GLOBAL ARCTOS S.L. no habría tenido otro fin que realizar el pago de la
deuda, vencida y exigible, contraída con los demás miembros del grupo, además de pagar sus comisiones a
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los intermediarios que intervinieron en la operación inmobiliaria de enajenación y financiación de la misma.
Considera, por ello, que no debería proceder la reintegración por parte de D.  Evelio  de importe alguno, pero que,
de decidirse lo contrario, resultaría desproporcionado que tuviera que hacerlo por la cuantía de 6.712.383,63
euros, cuando calcula que la suma de los créditos concursales y contra la masa del concurso de GLOBAL
ARCTOS S.L. ascendería a 1.250.000 euros, por lo que, con carácter subsidiario, pide que se modere a esa
cifra el montante de la condena.

Significamos que resultan aplicables al presente caso, por razones temporales, las previsiones legales
contenidas en Ley 22/2003 Concursal, pese a que durante la tramitación de la segunda instancia haya entrado
en vigor el TR de la LC aprobado por RDL 1/2020.

SEGUNDO.- La administración concursal probó mediante soporte documental que de la cuenta de GLOBAL
ARCTOS, S.L., nutrida con los fondos de la operación inmobiliaria antes descrita, se efectuó un traspaso a una
cuenta bancaria de  Evelio  por importe de 7.414.288,40 €, que éste ordenó, al amparo de las facultades de las
que disponía, por su condición de administrador único de la referida entidad mercantil.

Es decir, una parte sustanciosa del dinero procedente de la venta de un inmueble perteneciente al patrimonio
social se derivó a la cuenta personal D.  Evelio , lo cual implica, en principio, un movimiento dinerario efectuado
a título gratuito, porque no consta que esta persona natural ostentara ningún título que le generase derecho
a cobrar esa cantidad a cargo de GLOBAL ARCTOS, S.L. Hay que tener presente que pesa sobre los actos de
disposición a título gratuito realizados por el concursado dentro de los dos años anteriores a la declaración de
concurso una presunción "iuris et de iure", por lo que ni tan siquiera admite la posibilidad de que sea presentada
prueba en contra, de que se trata de una actuación que entraña perjuicio para la masa activa del concurso
y por lo tanto que debe ser rescindida ( artículo 71, en su número 2, de la Ley Concursal, en relación con el
precedente nº 1).

Es cierto que D.  Evelio  también tenía la condición de administrador en otras entidades del grupo al que
pertenecía GLOBAL ARCTOS S.L. y que existía un compromiso entre ellas para proporcionarse financiación
merced a un contrato de gestión centralizada de flujos de caja ("cash pooling") convenido entre ellas. Pero
esto no justifica que pudiera desviar dinero a su propia cuenta personal. Si había créditos que atender entre
entidades del grupo, lo lógico hubiera sido efectuar el pago a la cuenta operativa del grupo (que no a una
personal del administrador) o a quien pudiera ser la entidad acreedora de la suma correspondiente. Pues bien,
ni tan siquiera ha quedado debidamente probado que D.  Evelio  efectuara luego con esos fondos pagos a otras
sociedades del grupo (tan sólo el de las comisiones antes referidas, que se generaron a favor de tercero ajeno
al grupo), para lo que deberían haberse aportado los justificantes bancarios de esos movimientos dinerarios
y no simples apuntes contables carentes de la documentación de soporte de los mismos, que debería ser la
causante de aquellos y por lo tanto el medio de prueba idóneo para haber justificado su verdadera existencia.

Hay que tener presente que, incluso si superáramos el óbice opuesto en cuanto a la gratuidad del movimiento
dinerario, la parte apelante se estaría enfrentado a la presunción prevista en el artículo 71.3.1º de la LC, en
relación con el artículo 93.2.2º del mismo cuerpo legal, por ser el beneficiario de ese desplazamiento de
fondos el administrador único de la concursada (por lo tanto, una persona especialmente relacionada con la
concursada). De manera que ese traspaso se consideraría, por ley, incluso aunque se le asignase una causa
onerosa, como una actuación perjudicial para la masa activa, salvo que el beneficiario consiguiera demostrar lo
contrario. Sin embargo, como hemos señalado, no lo ha conseguido así el apelante, D.  Evelio , pese a que, dada
su condición de administrador y de beneficiario formal del movimiento de fondos, debería haberle resultado
accesible la fuente de la prueba precisa para acreditarlo ( artículo 217, nº 7, de la LEC). No ha sido capaz
en su recurso la parte apelante de poner de manifiesto un eventual desacierto del juzgador en cuanto a los
reparos que sobre la falta de prueba a ese respecto le fueron puestos de manifiesto a la parte demandada en
la resolución pronunciada en la primera instancia.

TERCERO.- Tampoco mejora la situación de la parte apelante por el hecho de insistir en que D.  Evelio  habría
actuado en beneficio de otras sociedades del grupo CPI, controlado por él, pues entonces se estaría enfrentado
a la presunción del artículo 71.3.1º de la LC, en relación con el artículo 93.2.3º de mismo cuerpo legal. Porque
también estaríamos hablando de personas especialmente relacionadas con la concursada (las sociedades
que forman parte del mismo grupo), lo que igualmente desplazaba sobre el beneficiario del movimiento de
dinero la carga de la prueba que pudiera haber permitido contradecir la apreciación de perjuicio para la masa
activa como consecuencia lógica de esa salida de fondos.

En cualquier caso, incluso en el escenario hipotético de que se hubiera llegado a demostrar que lo acaecido
verdaderamente hubiera respondido a la aplicación de esos fondos por parte de D.  Evelio  , a través de una
operativa alambicada y escasamente diáfana, para atender los derechos inherentes a la eventual condición
de acreedoras de otras entidades del grupo, que le hubieran podido proporcionar previamente su respaldo
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financiero a GLOBAL ARCTOS S.L, que es de lo que pretende convencernos la parte apelante, la rescisión
seguiría siendo para este caso la respuesta concursal adecuada, como vamos seguidamente a explicar.

Porque hay que tener presente que con esa clase de debate no soslayaríamos el ámbito de la presunción de la
existencia de perjuicio patrimonial que prevé el artículo 71.3.1º de la LC, por haber mediado un acto dispositivo,
aunque lo hubiera sido a título oneroso, en el que habrían sido parte personas especialmente relacionadas con
la concursada ( artículo 93 de la LC).

La norma parte, en principio, de la existencia de perjuicio, operando una inversión de la carga de la prueba
prevista en la regla general, de modo que es el adquirente o beneficiario o el propio concursado quien debería
probar la falta de perjuicio para la masa (así se explica, aunque el mecanismo legal es muy claro, en la sentencia
de la Sala 1ª del TS de 26 de octubre de 2012) de la operación efectuada si se pretende evitar el éxito de la
acción rescisoria emprendida contra ella. Se trata de una presunción "iuris tantum", por lo que es susceptible
de ser desvirtuada mediante la aportación de prueba en contra de la misma. Ahora bien, la sentencia de la
Sala 1ª del T.S. de 10 de julio de 2013 se ha ocupado de aclarar que, cuando esa presunción concurre, la
prueba que incumbe suministrar al beneficiario del pago, que ostenta la condición de persona especialmente
relacionada con el concursado, no es la relativa a que hubiese podido mediar onerosidad en lo que hubiese
recibido (pues de ello ya se parte para la operatividad de la presunción) sino de la inexistencia de circunstancias
excepcionales que puedan hacer del pago un acto susceptible de alterar injustificadamente la "par conditio
creditorum". En tal sentido, señala lo siguiente: "Cuando la persona a la que se ha hecho el pago es alguna de las
especialmente relacionadas con el concursado a las que se refiere el art. 93 de la Ley Concursal , el art. 71.3.1º
presume el perjuicio patrimonial pero permite prueba en contrario. En consecuencia, en el caso de estos pagos
no ha de probarse la existencia de perjuicio para que pueda estimarse la acción de reintegración, sino que ha
de probarse la ausencia de circunstancias excepcionales que determinan la existencia de tal perjuicio para que
la acción sea desestimada. El socio-administrador demandado pudo, por tanto, haber probado la ausencia de
perjuicio. La sentencia de la Audiencia Provincial apuntaba una de las circunstancias que, de haber sido probada,
hubiera excluido la existencia de perjuicio, como es que al tiempo de hacerse los pagos al socio administrador la
sociedad no se hallara todavía en situación de insolvencia o no hubiera sobreseído en el pago de sus obligaciones
exigibles...", y añade a ello que "La razón ha de encontrarse en que cuando el deudor se halla en estado de
insolvencia actual o inminente, porque no puede cumplir regularmente sus obligaciones exigibles o prevé que
no podrá hacerlo, no está justificado que el pago de las deudas se realice sin respetar los criterios concursales,
fundamentalmente el de la "par condicio creditorum", y que por ello no respetar tales criterios ha de considerarse
como un perjuicio para la masa".

Pues bien, advertimos que en el presente caso la parte recurrente se empeña en remarcar el carácter oneroso
de la operación, insistiendo en que lo que la concursada hizo no fue sino devolverle la financiación que le habría
previamente proporcionada por el grupo societario al que pertenecía. Sin embargo, parece no ser consciente
de que eso no resultaría suficiente para desvirtuar la previsión legal de la concurrencia de perjuicio patrimonial
en una operación en la que estaban implicadas personas especialmente relacionadas con la entidad luego
concursada, pues no ha suministrado prueba alguna de la inexistencia de esas circunstancias excepcionales
a las que nos hemos referido.

Porque resulta que cuando ese importe dinerario fue retirado por el administrador (en febrero de 2016) estaba
ya en trámite una solicitud de concurso necesario en contra de GLOBAL ARCTOS S.L. (pendiente desde
septiembre de 2015) y se iba a acabar reconociendo que sobre ésta pesaba una situación legal de insolvencia,
pues terminaría siendo declarada por el juzgado en concurso poco tiempo después (en junio de 2016). Es decir,
estamos ante una salida dineraria que se produjo en ciernes de que GLOBAL ARCTOS S.L. fuese declarada en
concurso. Por lo tanto, debería haber justificado la parte demandada que al tiempo de efectuar ese importante
desplazamiento de caudal dinerario disponía de un estado de solvencia que le permitía efectuar ese pago a
sujetos vinculados sin que con ello estuviera haciendo imposible que también pudieran cobrar sus créditos
los restantes acreedores que no tenían esa especial relación, pues de lo contrario se estaría impidiendo que
pudiera entrar en juego la regla de la "par conditio creditorum". Nada de esto lo ha justificado la parte apelante.
Más bien, la inminencia de la declaración de concurso viene a poner de manifiesto justamente lo contrario.
Como también apunta a ello, con carácter indiciario, el hecho de que, según se alega en el propio escrito de
recurso, la entidad GLOBAL ARCTOS S.L. viniera padeciendo sistemáticamente las importantes pérdidas que
alega haber sufrido durante los años previos al concurso.

Dada la insistencia de la parte recurrente en que era improcedente la rescisión porque la sociedad concursada
sólo habría devuelto a las otras entidades del grupo lo que les debía, hemos de significar que la jurisprudencia
( sentencia de la Sala 1ª del T.S. de 26 de octubre de 2012), tras sentar como regla general que "...en principio, un
pago debido realizado en el periodo sospechoso de los dos años previos a la declaración de concurso, siempre
que esté vencido y sea exigible, por regla general goza de justificación y no constituye un perjuicio para la masa
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activa...", ha señalado como excepción a la misma el que " puedan concurrir circunstancias excepcionales
(como es la situación de insolvencia al momento de hacerse efectivo el pago y la proximidad con la solicitud y
declaración de concurso, así como la naturaleza del crédito y la condición de su acreedor), que pueden privar de
justificación a algunos pagos en la medida que suponen una vulneración de la par condicio creditorum...".

En sede de la aplicación del nº 1 del artículo 71 de la LC, en relación con el número 4 (la carga de la prueba
del perjuicio patrimonial incumbe al que ejercita la acción rescisoria), podría haber bastado a la parte apelante
con limitarse a invocar y probar que el dinero por ella percibido se correspondía con una deuda de la sociedad
vencida y exigible antes del concurso, lo que hubiera obligado a la administración concursal a demostrar la
existencia de una vulneración de la "par conditio creditorum" para que pudiera prosperar una acción dirigida a
la rescisión de los correspondientes pagos. Lo que ocurre es que el escenario jurídico no es aquí ese, sino el
de la aplicación de la presunción del artículo 71.3.1º de la LC (al ser el o los receptores del dinero personas
especialmente relacionadas con la entidad luego concursada), por lo que era a la parte demandada-apelante
a la que incumbía la carga procesal de tener que demostrar que, además, la situación de la sociedad pagadora
no daba pie a considerar que el pago efectuado supusiera otorgar un mejor trato para el sujeto vinculado que
para el resto de los acreedores.

CUARTO.- La parte recurrente solicita, con carácter subsidiario, que se modere el importe de la suma
dineraria a restituir (pues el juzgado le ha impuesto 6.712.383,63 euros), porque considera que resultaría
desproporcionado, ya que calcula que la suma de los créditos concursales y contra la masa ascendería a
1.250.000 euros.

Lo primero que debemos señalar es que, en consonancia con la finalidad de la acción rescisoria ( sentencias
de la Sala 1ª del Tribunal Supremo de 16 de septiembre de 2010, 27 de octubre de 2010, 12 de abril de 2012
y 8 de noviembre de 2012), el juez del concurso se limitó a ordenar la reintegración del importe dinerario
cuya salida implicaba la producción de un sacrificio patrimonial injustificado para la masa activa, el cual se
puede producir tanto cuando se trata de actos que "provocan un detrimento o disminución injustificada del
patrimonio del concursado" como de los que "que, sin afectar negativamente al patrimonio del concursado,
perjudiquen a la masa activa, como acontece con los que alteran la par condicio creditorum (paridad de trato
de los acreedores)". Porque lo que se persigue con el ejercicio de la acción rescisoria es dejar a salvo la masa
activa de la concursada de actuaciones que la debilitaron en un momento próximo a la insolvencia y ello en
beneficio de los intereses del propio concurso y del colectivo de acreedores llamado a satisfacer sus derechos
de crédito con cargo al patrimonio de la entidad concursada. Por eso la masa activa se integra, según ordena la
ley ( artículo 76 de la LC), con todos los bienes y derechos que a la fecha de declaración del concurso se hallan
en el patrimonio del deudor y los que se reintegren al mismo, además de los adquiera hasta la conclusión del
procedimiento.

En los casos de actos de disposición unilateral el efecto legal de la rescisión es la obligación de restituir la
cantidad percibida ( sentencia de la Sala 1ª del TS nº 654/2016, de 4 de noviembre). Por lo tanto, la condena
restitutoria a favor de la masa activa del concurso del íntegro del importe dinerario que salió del patrimonio
de la concursada es una decisión correcta y ajustada a derecho por causa de la ineficacia funcional de un
determinado acto o negocio jurídico ( artículo 73 de la LC).

No apreciamos que se incurriese en ningún exceso, ni tampoco en desmesura, con la decisión judicial que
simplemente ordenaba que lo que salió en las circunstancias expuestas del patrimonio social de la concursada
debiera retornar a él para poder servir para atender los derechos de todo el colectivo afectado por el concurso.
Tampoco apreciamos que estemos ante una anormalidad o exceso en el ejercicio del derecho por parte de
la administración concursal accionante, porque nada tiene que ver el caso que aquí nos ocupa, con aquellos
otros en los que la jurisprudencia (tal como ocurrió en el analizado en la sentencia de la Sala 1ª del TS de 15
de septiembre de 2015, referido precisamente a una acción rescisoria concursal) ha apreciado méritos para
aplicar el artículo 7.2 del C. Civil. La administración concursal se limitó a impugnar lo que desde el punto de
vista de la rescisión concursal constituía una operación que entrañaba un claro sacrificio patrimonial para
la masa activa de la entidad concursada, que debería responder, sin tener que consolidarse las mermas en
beneficio de tercero que pudieran derivar de aquélla, ante los acreedores.

Por otro lado, si finalmente habría o no excedente, y en qué medida concreta, gracias a ese reintegro de fondos,
una vez pagados todos los créditos concursales y contra la masa, es algo que deberá determinarse en el seno
del concurso a través de las operaciones previstas al efecto. Los pareceres de los litigantes a este respecto
no son coincidentes, pues si la parte apelante efectúa sus propias cuentas, la administración concursal
advierte de que las cuantías por créditos concursales y contra la masa superan, en mucho, las alegadas
por la recurrente, además de estar pendientes todavía otros conceptos por concretar (costas, resultado de
contiendas pendientes, etc).
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JURISPRUDENCIA

No resulta procedente imponer la limitación a la restitución que propone la parte apelante en su escrito
de recurso, sino que habrá que estar al decurso del procedimiento concursal para poder llegar a saber
si verdaderamente resulta o no al final un sobrante de masa activa. Si lo hubiera se le daría entonces el
destino legal, pues no es una solución extraña, sino acorde al sistema concursal, que si pudiera resultar algún
excedente de masa, una vez atendidas todas las obligaciones, debería quedar a disposición de la concursada
o de sus socios si aquella se extinguiera. Pero hasta que no se llegue a una situación de esa índole el
planteamiento de la parte apelante resulta demasiado precipitado y responde al fruto de la mera elucubración,
pues se construye sobre conjeturas a partir de referencias provisionales que todavía carecen de una concreción
cuantitativa definitiva, lo cual, como es obvio, no proporciona un sólido sustento para fundar un argumento
jurídico que pueda ser compartido por este tribunal.

QUINTO.- Procede imponer a la parte apelante las costas derivadas de esta segunda instancia, tal como resulta
del nº 1 del artículo 398 de la LEC, en relación con el artículo 394.1 del mismo cuerpo legal, que debe hacerse
en los casos de las decisiones desestimatorias del recurso de apelación.

Vistos los preceptos citados y demás concordantes de general y pertinente aplicación al caso, este tribunal
pronuncia el siguiente

F A L L O

1º.- Desestimamos el recurso de apelación interpuesto por la representación de D.  Evelio  contra la sentencia
dictada por el Juzgado de lo Mercantil nº 7 de Madrid en el seno del incidente concursal nº 160/2017.

2º.- Imponemos a la mencionada parte apelante las costas derivadas de la segunda instancia.

Hacemos saber a las partes que tienen la posibilidad de interponer ante este tribunal, en el plazo de los veinte
días siguientes al de su notificación, recurso de casación y, en su caso, recurso extraordinario por infracción
procesal contra la presente sentencia, de los que conocería la Sala Primera del Tribunal Supremo, si fuera
procedente conforme a los criterios legales y jurisprudenciales de aplicación.

Así, por esta nuestra Sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos los ilustrísimos señores magistrados
integrantes de este tribunal.
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